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III. POLÍTICA COMERCIAL - ANÁLISIS POR MEDIDAs

1) Introducción

1. El arancel NMF que aplica la RDC es enteramente ad valorem y comprende cuatro bandas.  El promedio aritmético del tipo arancelario asciende a 11,3 por ciento.  La RDC efectúa consolidaciones arancelarias a tipos máximos sobre la totalidad de sus líneas arancelarias.  El promedio de los tipos consolidados se sitúa en 98,1 por ciento para los productos agrícolas y 95,9 por ciento para los productos no agrícolas, es decir, 96,2 por ciento sobre el conjunto de los productos.  Los otros derechos e impuestos están consolidados a un tipo nulo para todos los productos.  Sin embargo, se siguen aplicando varios otros derechos e impuestos, entre los cuales algunos se aplican exclusivamente a las importaciones.  Se aplican asimismo diversos impuestos y cargas sobre las importaciones y la producción local, respectando el principio de trato nacional.

2. En general, las importaciones de valor superior a 2.500 dólares de EE.UU. son objeto de inspección previa a la expedición, función que se ha encomendado a la sociedad BIVAC.  Los importadores deben abonar los gastos (honorarios) de inspección al tipo oficial de 0,75 por ciento del valor c.i.f. de la mercancía, con un tanto alzado de 100 dólares EE.UU., que puede alcanzar hasta el 4 por ciento de dicho valor c.i.f.  La RDC tiene dificultades para aplicar el Acuerdo de la OMC sobre Valoración en Aduana y recurre a valores de referencia que le facilita la sociedad BIVAC.  No ha adoptado ninguna legislación sobre medidas comerciales especiales.  La RDC no ha notificado a la OMC ninguna medida sanitaria o fitosanitaria, ni reglamentación técnica.  El país afronta serias dificultades en lo referente a la normalización y la aplicación de reglamentos técnicos, y no dispone de ningún órgano de acreditación a nivel nacional.

3. Se perciben derechos de salida sobre los siguientes productos:  café verde, productos minerales y sus concentrados, aceites minerales, energía eléctrica, la madera sin desbastar y la madera aserrada con canto vivo, el agua dulce y la chatarra.  La RDC no dispone actualmente de zonas francas industriales.  Sin embargo, el nuevo código de aduanas prevé, además de la creación de zonas económicas especiales, la adopción de diferentes regímenes que permiten la importación en régimen de suspensión de derechos e impuestos.  La RDC no dispone de un sistema de financiación de las exportaciones ni de un régimen de garantía y seguro para la exportación.

4. En la RDC se controla el precio de dos maneras:  las autoridades establecen el nivel máximo de los márgenes de beneficios para la mayoría de bienes y servicios, y el Ministerio de Economía homologa los precios para cuatro categorías de bienes y servicios (agua, electricidad, hidrocarburos y transportes), considerados como estratégicos.  En 2008 se introdujeron también nuevas medidas de homologación de los precios en relación con seis nuevos productos (cereales, productos del petróleo, productos congelados, cemento, azúcar y harina de trigo).  En la RDC no existe una legislación específica que rija la competencia;  sin embargo, el país recibe asistencia de la UE para la elaboración de una ley en la materia.  La reforma de las empresas públicas se encuentra en su fase preliminar y hasta ahora no se ha iniciado ninguna privatización.

5. Recientemente se creó un nuevo código sobre contratación pública, más transparente, en el que se prevén márgenes de preferencia nacional.  Sin embargo, no se ha adoptado aún el decreto de aplicación.  Por otra parte, el régimen de propiedad industrial de la RDC está en fase de reformulación con miras a armonizar sus disposiciones con los términos de los Acuerdos pertinentes de la OMC y de la OMPI.  El marco de gestión de los derechos de autor atraviesa algunas dificultades de funcionamiento debidas principalmente a la inactividad de la Oficina Nacional de Derecho de Autor (ONADA).  Se observa que, con frecuencia, varios productos son objeto de falsificación.

2) Medidas que afectan directamente a las importaciones

i) Registro e inspección previa a la expedición

6. Los importadores (o exportadores) regulares deben obtener un número de importación/ exportación del Ministerio de Comercio Exterior.  Las personas jurídicas deben asimismo abonar un importe anual de 250 dólares EE.UU. y las personas físicas 125 dólares de EE.UU.
  Deben además, dirigirse a un transitario autorizado que actúe como agente de aduanas.

7. Para importar y exportar mercancías cuyo valor f.o.b. es superior a 2.500 dólares EE.UU. se requiere un registro previo ante un banco autorizado, utilizando un documento titulado "Declaración".  Para la importación de bienes se necesita el formulario de declaración IB y para la exportación de bienes, el formulario de declaración EB.  Además, la importación de productos agrícolas está sujeta a la obtención de una autorización expedida por el Ministerio de Agricultura.

8. En 2008, la RDC notificó sus leyes y reglamentos relacionados con la inspección previa a la expedición.  Según los términos del contrato firmado con el Gobierno el 30 de noviembre de 2005, la sociedad BIVAC se encarga de esa inspección desde el 1° de febrero de 2006.  Se procede a la inspección de todas las mercancías importadas, con excepción de aquellas cuyo valor f.o.b. es inferior a 2.500 dólares EE.UU., para las cuales el control se efectúa en el momento de su entrada al país, y de las mercancías que gocen de una exención explícita.
  Durante la inspección se comprueba la cantidad y los precios, por cuenta de la administración de aduanas, y la calidad y conformidad por cuenta de la Oficina de Control del Congo (OCC).  La inspección previa a la expedición abarca todas las importaciones cualquiera que sea su modalidad de transporte.  Todas las mercancías sometidas a la inspección previa a la expedición deben ir acompañadas de un Certificado de verificación (AV) expedido por la sociedad BIVAC.  Este certificado contiene todos los detalles necesarios y se establece de conformidad con el mandato conferido a la sociedad y en aplicación de las leyes y reglamentos de la RDC.  En caso de discrepancia entre los resultados de la inspección previa al embarque y los datos relativos al importador, la sociedad BIVAC expide un aviso de rechazo del certificado (ARA).  Esos certificados son expedidos a petición del importador y tras verificación previa al embarque de la mercancía.

9. Los documentos necesarios para la inspección previa a la expedición comprenden:  una copia de la licencia o declaración previa de importación presentada ante el Banco Central del Congo o de un banco comercial autorizado;  copia de la factura pro forma relativa a la mercancía, del pedido de compra, de la lista de precios, del documento de acreditación o cualquier otro documento que la Sociedad estime necesario para la ejecución de sus servicios;  copia de los documentos de licitación, en el caso en que las mercancías de que se trate se presenten en el marco de una convocatoria de licitación, y copia del contrato o de su confirmación, en el caso en que los bienes en cuestión se vendan habitualmente sobre la base de un contrato de venta.  Las copias del certificado se transmiten a la OCC y la DGDA, por conducto de una célula de coordinación OCC-DGDA, establecida en la oficina de enlace de la sociedad BIVAC.  Se prevé su transmisión por vía electrónica mediante el programa informático BVCVA.  No obstante, el original del certificado debe entregarse al importador, que deberá presentarlo al realizar los trámites aduaneros.

10. Se recauda un impuesto de inspección y de control al tipo de 0,75 por ciento del valor f.o.b., con un tanto alzado mínimo de 100 dólares EE.UU.
  Sobre la base del tipo de 0,75 por ciento, se cobra un importe de 100 dólares de EE.UU. sobre las importaciones de un valor de 13.333 dólares EE.UU.  Por consiguiente, para toda importación de valor comprendido entre 2.500 y 13.333 dólares EE.UU., el impuesto (honorario) percibido es superior al 0,75 por ciento, pudiendo alcanzar el 4 por ciento si el valor de las importaciones es de 2.500 dólares EE.UU.  Como la RDC es un PMA con ingresos limitados, el tanto alzado puede ser recaudado con frecuencia.

ii) Procedimientos aduaneros

11. Se ha puesto en marcha un programa de reforma y de modernización de las prácticas y estructuras aduaneras en la RDC.  La primera fase de ese programa abarca la creación de ventanillas únicas para la importación y la exportación.
  Estas últimas tienen por finalidad permitir a todos los actores del comercio internacional cumplir todos los trámites aduaneros en un solo lugar.  Según las autoridades, existe un decreto que limita a cuatro el número de instituciones presentes en la frontera.  Estas son la Dirección General de Aduanas e Impuestos Especiales (DGDA);  la Oficina de Control del Congo (OCC);  el Servicio de Higiene (compuesto de los servicios de salud y agricultura) y la Dirección General de Migración (DGM).  Estas cuatro instituciones intervienen también por cuenta de otras entidades.
  Por otra parte, existen varios servicios que actúan fuera de la ventanilla única, que tiene algunas dificultades de funcionamiento, debido principalmente a la falta de una sola base de datos.

12. La segunda vertiente del programa de modernización aduanera se puso en marcha con el lanzamiento en enero de 2010, del Sistema aduanero automatizado (Sidunea++), que reemplaza el sistema Sidunea 2,7, y que tiene por objeto garantizar la transparencia y la eficacia de las operaciones de despacho de aduana, y contribuir a mejorar el funcionamiento de las ventanillas únicas.

13. La declaración de aduana debe ir acompañada de los documentos siguientes:  el certificado de verificación y la copia certificada de la factura del proveedor, que debe llevar el sello de seguridad de la sociedad de inspección y haber sido previamente aprobada por la OCC.  La administración de aduanas puede solicitar al importador que facilite justificantes complementarios.  Según Doing Business 2010, los procedimientos para el despacho de aduana en la RDC exigen, en promedio, la presentación de al menos nueve documentos.

14. El despacho de aduana debe hacerse por agentes de aduanas autorizados;  su comisión es fijada por el Estado.
  Para los organismos de las Naciones Unidas y las organizaciones humanitarias existe un procedimiento especial que permite el despacho de aduana antes de la finalización de los procedimientos.  Este "procedimiento urgente de despacho" es utilizado para los medicamentos y los productos perecederos.  El agente de aduanas debe rellenar un formulario de "despacho urgente";  se debe finalizar el procedimiento normal en el mes que sigue al despacho de la mercancía.

15. Desde 2003, la RDC posee una nueva legislación relativa a la valoración en aduana basada en el Acuerdo de la OMC correspondiente.  El país tiene algunas dificultades para aplicarla y recurre a la base de datos sobre los valores de referencia facilitados por la sociedad BIVAC para la determinación del valor en aduana.

16. La legislación prevé el derecho de recurso en los casos en que un importador desee impugnar el valor en aduana determinado por la administración aduanera.  Los litigios en la materia se someten a una autoridad superior de la administración de aduanas y, en última instancia, a las autoridades judiciales.  En 2009, de 30 litigios tratados por las aduanas, 23 se relacionaban con fraudes relativos a la infravaloración, el resto sobre intentos de sustraer las mercancías al pago de los derechos, falsificación de documentos, desvíos de destino e inadecuada aplicación de los derechos.  Desde principios de 2010 se han producido 13 casos de litigios, siete de los cuales están relacionados con la infravaloración y el resto, principalmente, con la sustracción de las mercancías al pago de los derechos correspondientes.

iii) Derechos de aduana y otros impuestos y gravámenes

17. El Arancel de 2010 de la RDC se basa en la nomenclatura del SA de 2007.  Comprende 5.646 líneas arancelarias de 8 dígitos (cuadro AIII.1).  El arancel se basa en el valor c.i.f. de las importaciones.
  Además del arancel, las importaciones se someten también a una multitud de gravámenes que, en su mayoría, son injustificados o desproporcionados en relación con los servicios prestados.

18. Los gravámenes a la importación y la exportación que aplican los diversos organismos son a menudo redundantes.  El efecto más perjudicial de la proliferación de los controles e impuestos, más allá de su repercusión en el costo de las transacciones, es que se alarga la duración de los trámites;  las mercancías y los vehículos utilizados para su transporte se bloquean durante las formalidades (una a varias semanas)
, con costosas penalidades (250 dólares EE.UU. por día) para los transportistas.  A modo de ejemplo, el costo del transporte entre Bukavu y Mombassa (220 dólares de EE.UU. por tonelada) es dos veces más elevado que el de Kigali-Mombassa (120 dólares de EE.UU. por tonelada) para las mismas mercancías y una distancia casi equivalente.  Estos sobrecostos son una de las razones principales por las que se exportan fraudulentamente determinados productos como el café arábica en forma de café pergamino
 de Kivu.

19. En 2008, los ingresos derivados de los derechos e impuestos sobre las importaciones de mercancías se cifraron en 404.000 millones de CDF
, es decir, unos 722 millones de dólares EE.UU., lo que equivale al 28 por ciento de los ingresos fiscales y al 6,1 por ciento del PIB.

a)
Arancel aplicado a la nación más favorecida (NMF)
20. El Arancel de la RDC es enteramente ad valorem y comporta cuatro tipos (cero, 5 por ciento, 10 por ciento y 20 por ciento).  Se aplica un arancel cero a los timbres y la moneda.  Se aplica el tipo del 5 por ciento a los bienes de equipo, las materias primas, los insumos agrícolas
, los productos farmacéuticos, las piezas, partes, accesorios, subconjuntos destinados al ensamblado en régimen condicional de destino totalmente por montar (CKD), las máquinas automáticas para el tratamiento de la información, la leche y demás preparaciones para la alimentación de los niños y los demás aparatos de telecomunicación por corriente portadora o para la telecomunicación digital.  Se aplica el tipo de 10 por ciento a las piezas, partes, accesorios y subconjuntos destinados al ensamblado en régimen condicional de destino semimontados (MKD)
, los productos alimenticios de gran consumo, los repuestos, las piezas y los accesorios.  Se aplica el tipo del 20 por ciento a los demás productos.

21. El tipo modal o más común es de 5 por ciento, seguido de cerca por el de 10 por ciento y luego el de 20 por ciento.  Hay un reducido porcentaje de líneas con tipo nulo (gráfico III.1).  El promedio aritmético del tipo arancelario es de 11,3 por ciento (cuadro III.1), con una desviación típica de 6,1, es decir un coeficiente de variación de 0,5, que indica una dispersión moderada de los tipos arancelarios (gráfico III.1).

Cuadro III.1

Estructura de los aranceles, 2010

	
	
	2010
	Ronda de Uruguay

	1
	Líneas arancelarias consolidadas (% de todas las líneas arancelarias)
	100,0
	n.a.

	2
	Líneas arancelarias libres de derechos (% de todas las líneas arancelarias)
	0,1
	0,0

	3
	Aranceles no ad valorem (% de todas las líneas arancelarias)
	0,0
	0,0

	4
	Contingentes arancelarios (% de todas las líneas arancelarias)
	0,0
	0,0

	5
	Aranceles no ad valorem sin equivalentes ad valorem (% de todas las líneas arancelarias)
	0,0
	0,0

	6
	Promedio aritmético de los tipos NMF aplicados
	11,3
	27,2

	
	Productos agrícolas (definición de la OMC)a
	11,2
	30,0

	
	Productos no agrícolas (definición de la OMC)b
	11,3
	15,2

	
	Agricultura, caza y silvicultura (CIIU 1)
	10,0
	30,0

	
	Explotación de minas y canteras (CIIU 2)
	7,1
	0,0

	
	Industrias manufactureras (CIIU 3)
	11,4
	26,3

	7
	Crestas arancelarias nacionales (% de todas las líneas arancelarias)c
	0,0
	0,0

	8
	Crestas arancelarias internacionales (% de todas las líneas arancelarias)d
	30,3
	87,3

	9
	Desviación típica global de los derechos aplicados
	6,1
	7,3

	10
	Tipos "de puro estorbo" aplicados (% de todas las líneas arancelarias)e
	0,0
	0,0


Nota:
El indicador 1 está basado en el conjunto de las líneas arancelarias (incluidas en contingentes arancelarios cuando proceda);  en los otros indicadores no se tienen en cuenta las líneas incluidas en contingentes.  Los indicadores 6 a 10 se han calculado sobre la base de las líneas para las que ha podido tenerse en cuenta un tipo ad valorem.

a
Acuerdo sobre la Agricultura de la OMC.

b
Con exclusión del petróleo.

c
Por crestas arancelarias nacionales se entiende las que superan tres veces el promedio aritmético del tipo aplicado global (indicador 6).
d
Por crestas arancelarias internacionales se entiende las que superan el 15 por ciento.

e
Los tipos "de puro estorbo" son los mayores de 0 pero no superiores al 2 por ciento.
Fuente:
Cálculos de la Secretaría de la OMC basadas en datos proporcionados por las autoridades de la República Democrática del Congo.
22. Los productos agrícolas y los productos no agrícolas (definición de la OMC) gozan en general del mismo nivel de protección nominal, respectivamente 11,2 y 11,3 por ciento frente a 30 y 15,2 por ciento al concluir la Ronda de Uruguay.  Al utilizar la CIIU, las industrias manufactureras reciben la mejor protección, con un tipo medio de protección de 11,4 por ciento, seguidas del sector de la agricultura, la caza y la silvicultura (10 por ciento) y, por último, la explotación de minas y canteras (7,1 por ciento) (cuadro III.1 y gráfico III.1).
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Gráfico III.1

Progresividad de los tipos arancelarios, según la CIIU a nivel de 2 dígitos, 2010

Fuente

: 

Todos los  productos Productos  alimenticios, bebidas y  tabaco Textiles y vestido Madera y  productos de  madera Papel y productos de  papel;  imprenta y   edición Productos  químicos Productos  minerales no  metálicos Industria  metalúrgica de  base Manufacturas de metal,  maquinaria y materiales

No aplicable

Agricultura Minería

Productos no elaborados Productos semielaborados Productos acabados

No aplicable

Porcentaje

Cálculos de la Secretaría de la OMC basadas en datos proporcionados por las autoridades de la República 

Democrática del Congo.

Otras industrias  manufactureras


23. En su conjunto, el arancel presenta una progresividad ligeramente positiva (cuadro III.2) en lo que atañe a las materias primas (9,2 por ciento), los productos semielaborados (9,6 por ciento) y una progresividad netamente positiva respecto de los productos acabados (12,7 por ciento).  Si se desglosa al nivel de dos cifras (CIIU) se observa que esta estructura global se deriva principalmente de la progresividad arancelaria positiva en las industrias de textiles y vestido, papel, artículos de papel, imprenta y edición, y los productos químicos.  En esas industrias, la progresividad positiva indica un nivel de protección efectiva bastante elevada, lo que probablemente no alentará la búsqueda de competitividad para los productos en cuestión y, por consiguiente, sus exportaciones.  La progresividad arancelaria es mixta en las otras industrias (gráfico III.2), lo que plantea también un problema para la competitividad de las mercancías en cuestión.

Cuadro III.2

Análisis resumido de los derechos de aduana, 2010

	Designación
	Derechos de aduana en 2010

	
	Número de líneas
	Promedio arancelario aritmético
	Horquilla arancelaria
	Desviación típica
	CV

	
	
	(porcentaje)
	

	Total
	5.646
	11,3
	0-20
	6,1
	0,5

	Por sección del SA
	
	
	
	
	

	SH 01-24
	800
	11,7
	5-20
	5,0
	0,4

	SH 25-97
	4.846
	11,2
	0-20
	6,3
	0,6

	Según la definición de la OMCa
	
	
	
	
	

	Agricultura
	741
	11,2
	5-20
	5,2
	0,5

	Animales vivos y productos del reino animal
	99
	10,6
	5-20
	3,2
	0,3

	Productos lácteos
	20
	11,0
	5-20
	7,0
	0,6

	Café, té, cacao, azúcar, etc.
	127
	12,3
	5-20
	5,1
	0,4

	Flores cortadas y plantas
	32
	6,6
	5-10
	2,4
	0,4

	Frutas, legumbres y hortalizas
	170
	11,7
	5-20
	4,2
	0,4

	Cereales
	27
	7,8
	5-10
	2,5
	0,3

	Semillas oleaginosas y materias grasas
	74
	10,8
	5-20
	5,3
	0,5

	Bebidas y licores
	65
	19,2
	10-20
	2,7
	0,1

	Tabaco
	11
	15,9
	5-20
	7,0
	0,4

	Otros productos agrícolas
	116
	7,2
	5-10
	2,5
	0,3

	Productos no agrícolas (excluido el petróleo)
	4.890
	11,3
	0-20
	6,3
	0,6

	Pescado y productos de la pesca
	128
	12,2
	5-20
	4,2
	0,3

	Productos minerales, piedras preciosas y metales preciosos
	356
	12,9
	0-20
	6,5
	0,5

	Metales
	655
	10,3
	5-20
	4,9
	0,5

	Productos químicos y productos fotográficos
	898
	8,1
	5-20
	5,1
	0,6

	Cuero, caucho, calzado y artículos de viaje
	180
	14,1
	5-20
	5,9
	0,4

	Madera, pasta de madera, papel y muebles
	342
	15,7
	0-20
	5,5
	0,4

	Textiles y vestido
	935
	14,7
	5-20
	6,2
	0,4

	Equipo de transporte
	182
	9,8
	5-20
	6,1
	0,6

	Maquinaria no eléctrica
	539
	7,0
	5-20
	4,4
	0,6

	Maquinaria eléctrica
	258
	10,6
	5-20
	4,9
	0,5

	Productos no agrícolas, n.e.p.
	417
	12,4
	0-20
	6,7
	0,5

	Por sector según la definición de la CIIUb
	
	
	
	
	

	Agricultura, caza, silvicultura y pesca
	302
	10,0
	5-20
	4,5
	0,5

	Explotación de minas y canteras
	100
	7,1
	5-20
	4,3
	0,6

	Industrias manufactureras
	5.243
	11,4
	0-20
	6,2
	0,5

	Por fase de elaboración
	
	
	
	
	

	Materias primas
	662
	9,2
	5-20
	4,6
	0,5

	Productos semielaborados
	1.875
	9,6
	5-20
	5,5
	0,6

	Productos acabados
	3.109
	12,7
	0-20
	6,4
	0,5


Nota:
CV = coeficiente de variación.

a
No se han tomado en cuenta 15 líneas arancelarias relativas a productos del petróleo.
b
Clasificación Industrial Internacional Uniforme de todas las Actividades Económicas (Revisión 2).  Se excluyen la electricidad, el gas y el agua (una línea arancelaria).

Fuente:
Estimaciones de la Secretaría de la OMC basadas en datos proporcionados por las autoridades de la República Democrática del Congo.

[image: image2.emf](0,1)

(34,9)

(34,4)

(30,3)

0

500

1.000

1.500

2.000

2.500

3.000

Franquicia arancelaria 5 10 20

0

10

20

30

40

50

60

70

80

90

100

Las cifras entre paréntesis corresponden al porcentaje del total de las líneas.  La suma no es equivalente a 100 ya 

que no se ha proporcionado el tipo aplicado de las 14 líneas. 

Cálculos de la Secretaría de la OMC basadas en datos proporcionados por als autoridades de la República 

Democrática del Congo.

Gráfico III.2

Distribución de los tipos arancelarios, 2010

Número de líneas arancelarias

Nota:



Fuente

:

Porcentaje

Número de líneas

Porcentaje acumulado (escala de derecha)


b)
Consolidaciones
24. La RDC ha consolidado el 100 por ciento de sus líneas arancelarias a tipo máximos, lo que le ofrece un amplio margen para aumentar sus tipos aplicados, respetando plenamente las obligaciones contraídas en el marco de la OMC.  El promedio aritmético del tipo arancelario consolidado es de 96,2 por ciento, a saber, 98,1 por ciento para los productos agrícolas y 95,9 por ciento para los productos no agrícolas.  La consolidación arancelaria en los tipos máximos no garantiza la previsibilidad del régimen arancelario de la RDC.

25. La RDC ha consolidado al tipo cero los otros derechos e impuestos sobre todas sus importaciones.  Sin embargo, además del arancel, la RDC aplica varios otros derechos y cargas que gravan exclusivamente las importaciones por cuenta de diversas administraciones o en nombre de ellas.

c)
Otros derechos y cargas que gravan exclusivamente las importaciones
26. Se aplican numerosos impuestos únicamente a los productos importados (cuadro AIII.2).  Así, la DGDA percibe el 1 por ciento del valor c.i.f. de las mercancías en concepto de tasa de remuneración.

27. La OCC aplica un impuesto de 2 por ciento del valor c.i.f. de las importaciones, a saber, 0,75 por ciento por cuenta de la sociedad BIVAC y 1,25 por ciento por cuenta propia, y aplica gravámenes fijos de 5 dólares EE.UU. por tonelada por las operaciones de "conteo" (gastos de vaciado).  El Fondo para la Industria aplica derechos de 2 por ciento sobre el valor c.i.f. de las mercancías importadas, con excepción de las materias primas y los productos importados en franquicia arancelaria.  La Oficina para la Gestión del Flete Multimodal (OGEFREM) percibe comisiones de 1,8 por ciento sobre el flete, 0,59 por ciento por el transborde y el costo de la ficha electrónica de información para la importación.  La Oficina nacional de gestión del transporte (ONATRA) percibe 20 dólares E.E.UU. por tonelada por el mantenimiento del barco en muelle y 32 dólares EE.UU. por tonelada por los gastos de tránsito.  Para las operaciones de importación o exportación se exige una licencia que se puede obtener en los bancos privados previo pago de 12 dólares EE.UU.

28. Además de esos derechos y cargas, se perciben varios otros impuestos y gastos exclusivamente a la importación (cuadro AIII.2).  Algunos de esos derechos, impuestos y cargas se relacionan con las inspecciones o controles efectuados sobre las mercancías.  Sin embargo, dado que los importes percibidos son a menudo muy elevados (desproporcionados con respecto al control) y recaudados varias veces sobre la misma mercancía por la misma o varias instituciones, es difícil pensar que esos derechos y cargos son contrapartidas por los servicios prestados.

d)
Exenciones y concesiones de derechos e impuestos
29. La RDC otorga diversas concesiones (exoneraciones/exenciones totales o parciales) a la importación.  Sin embargo, las mercancías que se benefician de concesiones se someten a una tasa administrativa de 5 por ciento.

30. La reglamentación aduanera de la RDC prevé algunos regímenes aduaneros regidos por el Decreto ordenanza de 29 de enero de 1949.  En agosto de 2010 se promulgó un nuevo código de aduanas que deberá remplazar a toda la legislación actualmente en vigor.

31. Se concede la admisión temporal en franquicia total de derechos de entrada a las mercancías que entran provisionalmente en el territorio de la RDC.  Se pueden prolongar los plazos fijados para la reexportación si, por circunstancias especiales independientes de la voluntad del beneficiario, esos plazos no se pueden cumplir.  Las solicitudes de prolongación deben presentarse por escrito con una exposición de motivos antes de la expiración del plazo fijado.

32. Las mercancías que deben ser elaboradas en el territorio de la RDC (perfeccionamiento activo), pueden entrar en franquicia temporal de derechos de entrada, mediante la obtención de un permiso de importación temporal y el pago de una fianza por los derechos y multas que se pudieran adeudar.  El plazo de validez del permiso no excederá de 12 meses.  En el momento de la reexportación, cuando se acredita que los productos importados se utilizaron para la transformación, se hace una declaración de exportación sin pago de derechos de salida.  En el caso de objetos que se envíen a la RDC para ser reparados, la validez del permiso es de seis meses, y es obligatorio depositar una fianza.

33. Las mercancías en tránsito están exentas del pago de derechos e impuestos de entrada, de consumo y de salida.  Sin embargo, debe pagarse una fianza equivalente al 125 por ciento de los derechos a modo de garantía por los derechos y multas que se puedan adeudar.  La fianza es igual al importe de los derechos exigibles en caso de importación definitiva a la que se suma una cantidad fija calculada a razón del 25 por ciento del valor c.i.f.  Se puede exigir una fianza complementaria, cuyo importe es determinado por el Ministro de Hacienda, cuando se trata de mercancías prohibidas o cuya importación definitiva está sujeta a restricciones.

34. Se concede la franquicia total a las muestras de escaso valor, el equipaje de los viajeros, los objetos de mudanzas y las mercancías importadas para uso personal por los diplomáticos de carrera que ejercen en la RDC.  La importación de productos relacionados con la prestación de asistencia por los organismos de las Naciones Unidas, organizaciones internacionales y ONG se beneficia de una exoneración de derechos e impuestos.

35. La legislación prevé, además, el establecimiento de depósitos públicos por decisión del Ministro de Hacienda que reglamenta también la creación y funcionamiento de los depósitos privados o ficticios.  El Ministro determina asimismo los días y horas de apertura de los depósitos y, de manera general, reglamenta su funcionamiento (registro, contabilidad, etc.).  En esos depósitos sólo se admiten las mercancías debidamente declaradas y verificadas.

36. En virtud del nuevo código, la autorización de reimportación en el mismo estado se concederá previa solicitud por escrito del interesado.  La declaración de reimportación en el mismo estado deberá abarcar todas las mercancías, con excepción de los embalajes, los contenedores, las paletas y los medios de transporte internacionales.  La Oficina de aduanas fijará el plazo más allá del cual ya no se aceptará la reimportación en el mismo estado.  Ese plazo no puede ser superior a 12 meses.

e)
Preferencias arancelarias
37. La RDC no concede preferencias arancelarias a las importaciones cualquiera que sea su origen, y ello pese a su adhesión a diferentes bloques regionales, principalmente la SADC y el COMESA (capítulo II) ii)).

f)
Derechos e impuestos internos
Impuestos sobre el volumen de negocios
38. La RDC impone también varios derechos e impuestos sobre los productos importados y sobre los que se producen localmente (cuadro AIII.2).  Entre los numerosos gravámenes existentes figura el impuesto sobre el volumen de negocios y el impuesto indirecto.

39. La RDC aplica dos tipos de impuesto sobre el volumen de negocios (ICA):  a la importación e interno.

40. El ICA a la importación se calcula sobre el valor c.i.f., al que se añade el monto del arancel.  Los tipos del impuesto sobre el volumen de negocios a la importación son de 3 por ciento para los bienes de equipo y los insumos agrícolas y veterinarios, y de 13 por ciento para los demás productos.

41. El ICA interno se aplica a las operaciones de venta realizadas en la RDC para la comercialización en el mercado local de productos de fabricación local, obras de construcción y transformación inmobiliaria y los servicios prestados o utilizados en la RDC, cuando adquieren el carácter de actividad comercial, industrial o liberal.  En lo referente a los servicios, la base imponible tiene en cuenta el importe bruto de las facturas, comisiones, gastos de corretaje, descuentos, intereses, agios, primas u otras sumas relativas a la retribución de servicios.  En cuanto a los productos fabricados, la base imponible se calcula en función del importe bruto de las ventas.  En el caso de las obras de construcción inmobiliarias, se calcula sobre la base de los tres cuartos del importe bruto de las facturas expedidas antes de la deducción relativa a las multas por retraso de pago.  Se impone un tipo de 18 por ciento sobre los servicios (incluidas las obras de construcción inmobiliarias) a las personas físicas o jurídicas que poseen un establecimiento según lo dispuesto en los textos en vigor
, y de 30 por ciento a las otras categorías.  Las operaciones de transporte imponibles están sujetas a un ICA de 6 por ciento para el interior y de 15 por ciento para el exterior del país.  Se aplica un tipo de 3 por ciento a las operaciones de venta de bienes de equipo, insumos agrícolas y veterinarios, mientras que a los demás productos se les impone un tipo de 13 por ciento.  El ICA sobre los intereses que perciben las entidades bancarias por los préstamos otorgados a sus clientes, con exclusión de los intereses sobre los créditos agrícolas, es de 9 por ciento.  Algunos servicios de carácter público o humanitario están exentos del ICA interno.

Impuestos especiales y de consumo

42. La RDC grava con impuestos especiales y de consumo a una serie de productos, con arreglo al principio de trato nacional.
  Los productos sujetos a impuestos especiales y de consumo son:  el alcohol y las bebidas alcohólicas, el agua de mesa y la limonada;  el tabaco elaborado, los aceites minerales, los productos de belleza o de maquillaje que no contengan ni hidroquinona ni yoduro de mercurio, las preparaciones capilares, las preparaciones para antes y después del afeitado, los jabones, agentes de superficie orgánicos, preparaciones lubricantes y ceras, y cremas para el calzado, los artículos y las manufacturas de plástico, los artículos y manufacturas de caucho sintético, la telefonía móvil y los vehículos.  Los tipos de imposición varían de 3 por ciento a 40 por ciento, según el producto de que se trate.

43. En lo que se refiere a la importación, el procedimiento de despacho de aduana de los productos sujetos a impuestos especiales no difiere del que se aplica a los aranceles.  La base se calcula en función del valor c.i.f. al que se añade el monto del arancel, con excepción de los aceites minerales, cuya base es el precio medio en frontera fiscal.

44. En cuanto a la producción local, el procedimiento para el pago de los impuestos especiales se puede resumir en seis etapas principales, a saber:

· declaración de trabajo (registro ante los servicios de aduanas);

· inventario y control de la materia prima utilizada;

· registro de los productos acabados en su forma comercial definitiva;

· pago de los derechos sobre las cantidades producidas, tanto las que están destinadas a la cesión a título oneroso o gratuito como las que se han consumido o utilizado durante la fabricación en las propias instalaciones del fabricante;

· como los derechos son ad valorem, su tipo se aplica a los precios ex fabrica, y

· las declaraciones (cada diez días) se deben presentar ante el recaudador de aduanas e impuestos especiales, indicando las cantidades sujetas al pago de derechos y el monto de los derechos exigibles, pagaderos en una sola vez.

iv) Normas de origen

45. La RDC no tiene normas de origen con fines no preferenciales.  Notificó a la OMC la aplicación de normas de origen preferenciales en el marco de los acuerdos regionales del COMESA y la SADC, en virtud de los cuales no concede aún ninguna preferencia.

46. En relación con la exportación, el Centro de Evaluación, Peritaje y Certificación de sustancias preciosas y semipreciosas (CEEC) expide un certificado de origen de sustancias preciosas.

47. En la RDC, la DGDA se encarga de la expedición de certificados de origen para las mercancías exportadas en el marco de los regímenes preferenciales no recíprocos.

v) Prohibiciones, licencias y controles relativos a la importación

48. El artículo 13 de la Ley sobre el comercio estipula que el Ministro de Comercio Exterior tiene la facultad de adoptar medidas restrictivas, prohibir la importación de determinados productos considerados peligrosos para la salud o que atenten contra la moral pública.  En el Reglamento de Cambios se establece la lista de productos sujetos a licencias de importación.  El régimen de licencias es administrado por el Banco Central del Congo.

49. Todas las importaciones de bienes están sujetas a licencias, con la excepción del comercio transfronterizo.  Las licencias de importación automáticas se utilizan con fines estadísticos.  Las licencias de importación no automáticas tienen por objeto administrar las restricciones a la importación que se mantienen con arreglo a la reglamentación aduanera.

50. La expedición de la licencia no exige depósito ni pago alguno.  Si no se han impuesto limitaciones cuantitativas a la importación de un producto o a las importaciones de un país determinado, cualquier importador puede solicitar una licencia.  Toda persona física o jurídica puede solicitar una licencia automática.  Sin embargo, no hay recurso posible en caso de rechazo de la solicitud.

51. Las informaciones relativas a los contingentes, los trámites para la presentación de licencias no automáticas, las excepciones y derogaciones se publican, en principio, en el Diario Oficial.  Sin embargo, no están disponibles las informaciones relativas a los diferentes regímenes de restricciones cuantitativas (absolutas o relativas) y a los productos concernidos.

vi) Medidas comerciales especiales

52. En 2006, la RDC notificó a la OMC que no había adoptado medidas antidumping en el período objeto de examen.

53. La RDC no dispone aún de legislación relativa a medidas comerciales especiales.

54. El artículo 4 del Decreto N° 0011, de 22 de enero de 1997
, por el que se crea la comisión encargada del control, en el momento de la importación, de mercancías protegidas, ofrece la posibilidad de adoptar medidas de salvaguardia destinadas a proteger y alentar la producción nacional que sean conformes con las normas básicas de la OMC.  Sin embargo, la RDC no ha adoptado aún un marco normativo de salvaguardia en virtud de las normas de la OMC.

vii) Normas y otras prescripciones técnicas

55. Bajo la autoridad del Ministerio de Comercio Exterior, la Oficina de Control del Congo (OCC) actúa como servicio de información para las actividades de normalización y acreditación.  La OCC vela por el respeto de las obligaciones contraídas en el marco del Acuerdo sobre los Obstáculos Técnicos al Comercio.

a)
Normas, reglamentos técnicos, procedimiento de prueba, certificación y acreditación
56. La RDC no cuenta con una ley de normalización.  La política de normalización está a cargo del Ministerio de Industria.  La adopción de normas y reglamentos técnicos se efectúa a petición de los proveedores, consumidores o del Gobierno a través del Ministerio competente.  El Ministerio de Industria elabora un programa anual de normalización que se pone a disposición del Comité Nacional de Normalización.  Los proyectos de normas son elaborados por los comités técnicos competentes.  Las normas son adoptadas por el Comité Nacional de Normalización.  El Ministro de Industria, mediante una orden, puede hacerlas de aplicación obligatoria en la RDC.  En la RDC hay actualmente 217 normas relativas a:  los productos alimenticios (134), los aceros (44), las unidades de medida (14), la madera (13), los cementos (11), la evaluación de la conformidad (1).  La sal y el pescado salado son los únicos productos sometidos a reglamentos técnicos en la RDC.

57. La Oficina de Control del Congo (OCC) se encarga de efectuar, entre otras cosas, los controles a la importación y a la exportación, y los controles en los mercados locales, incluidos los relativos a los reglamentos técnicos y las normas en la RDC.  Creada por la Ordenanza Ley N° 74‑013, de 10 de enero de 1974, la OCC es una institución nacional de derecho público, dotada de personalidad jurídica, bajo la responsabilidad del Ministerio de Comercio Exterior.  La OCC, que era una empresa pública, fue transformada en entidad pública de carácter científico y técnico.  El Decreto N° 09/42, de 3 de diciembre de 2009, aclara la nueva situación, la misión y financiación de la Oficina.  Según el Decreto, la OCC tiene por misión proceder, en tanto que organismo tercero, a la evaluación de la conformidad, en especial la inspección, la certificación, pruebas o análisis, la metrología y los controles técnicos necesarios, que hagan referencia a las normas nacionales, regionales y/o internacionales.  La OCC, como organismo certificado y reconocido en todo el territorio de la RDC, puede expedir certificados de conformidad con las normas o reglamentos técnicos.  Es el centro nacional de información para todas las cuestiones relativas a los obstáculos técnicos al comercio y asegura la secretaría técnica del Comité Nacional de Normalización, compuesto de representantes de las diferentes direcciones principales.  Sin embargo, no se ha hecho ninguna notificación a la OMC en relación con las normas y los reglamentos técnicos.

58. En la RDC, la inspección de los productos importados debe hacerse obligatoriamente en frontera o antes de su embarque en el país de procedencia.  Es obligatorio proceder al control de la conformidad con las normas o los reglamentos técnicos, tanto para los productos locales como los importados.  El control consiste en:

· la inspección de las instalaciones de producción o en frontera;

· la realización de pruebas de laboratorio sobre las muestras (químicas, microbiológicas, físicas y mecánicas), sea en el último eslabón de la cadena de producción durante las inspecciones de la producción local, o durante las labores de descarga o vaciado, en el curso de la inspección de los productos importados, y

· la certificación por terceros según la guía ISO/CEI 65 para los productos y la norma ISO/CEI 17021 para los sistemas de gestión.

59. Los productos cubiertos por un certificado de conformidad con las normas o reglamentos técnicos en vigor pueden también someterse a un control de conformidad en el momento de su importación en la RDC, salvo si existe un acuerdo de reconocimiento mutuo o un contrato de subcontratación o de colaboración explícita entre el organismo que realiza la evaluación de la conformidad en el extranjero y la OCC.  Incluso si existe tal acuerdo o contrato, la OCC puede efectuar un nuevo control si estima que, entre otras cosas, existe el riesgo de que el producto se deteriore durante su transporte.  La RDC ha concluido acuerdos de reconocimiento mutuo con dos países, Kenya (Oficina de Normalización y de Evaluación de la Conformidad de Kenya (KeBS)) y Zimbabwe (Asociación de Normalización para la Certificación de Zimbabwe (SAZ)).  El acuerdo con Zimbabwe está en proceso de renovación.  En lo referente a los controles realizados previamente al embarque a partir de los países de procedencia, la inspección es realizada por la sociedad BIVAC, en virtud del contrato de inspección previa a la expedición concluido con la RDC.

60. La OCC dispone de un Departamento de control técnico y de metrología.  El laboratorio de metrología científica e industrial está en curso de acreditación a la norma ISO17025 con el respaldo del Instituto Alemán de Metrología (PTB).  Sin embargo, no se han puesto en marcha aún la verificación de la temperatura, la presión y las medidas eléctricas.  La RDC no posee un sistema de acreditación a nivel nacional.

61. La OCC participa, en nombre de la RDC, en el programa de normalización, garantía de la calidad, acreditación y metrología iniciado por la SADC en 2000.  Dicho programa tiene por objeto establecer un marco jurídico y reglamentario en materia de calidad en la subregión que englobe la acreditación, la certificación, la normalización y la metrología.

b)
Etiquetado, marcado y embalaje
62. En la RDC, la Dirección de la normalización de los embalajes (DNE) del Ministerio de Transporte y Comunicaciones es responsable del seguimiento y la aplicación de la reglamentación sobre los embalajes.
  Según las autoridades, la legislación vigente en la RDC se ha establecido en conformidad con las prescripciones técnicas de la ISO y de la Organización Mundial del Envase y Embalaje (WPO).

63. Las disposiciones nacionales se aplican a los todos los embalajes, tanto a los que han sido fabricados o utilizados localmente, como a los importados.  Su finalidad es garantizar la seguridad humana y del medio ambiente.  Así, los materiales utilizados para el embalaje no deben presentar riesgo alguno de fugas de las sustancias que contienen y, cuando su grado de integridad se altera con el tiempo, el embalaje debe llevar una etiqueta que dé cuenta de ese hecho.  La legislación prevé también que el embalaje debe ser reutilizable, reciclable y/o biodegradable.

64. Según el artículo 10 del Decreto relativo a la reglamentación del embalaje, la DNE está facultada para proporcionar al fabricante y al utilizador un certificado de conformidad y de modificación.  Este certificado se otorga tras el control y el dictamen técnico de los agentes cualificados DNE sobre la base, entre otras cosas, de la capacidad de utilización, de la conservación de los recursos y la economía de costos realizada.

65. El fabricante del embalaje o su mandante deberá comunicar en un plazo de 15 días, a petición de la DNE, un expediente que comprenda:  una declaración escrita que acredite la conformidad del embalaje con las disposiciones de la legislación en vigor, y un documento técnico que contenga los elementos necesarios para la evaluación de la conformidad.  Esos documentos son necesarios aunque se realice una nueva evaluación de la conformidad en la RDC.

66. Según las autoridades, las exigencias en materia de etiquetado se basan, principalmente, en la Recomendación Internacional de la OIML R79:  Requerimientos de Etiquetado para Productos Preempacados.  Las disposiciones de esta recomendación se refieren a la obligación de informar sobre la naturaleza del producto, la identidad del productor, del distribuidor, del importador y del minorista, y la cantidad exacta del producto.
  Existen además varios otros reglamentos, entre los cuales están el Codex Alimentarius - Etiquetado de los Alimentos de 1985 ‑ codex STAN1-, modificado en 2001;  la Orden Ministerial N° 1250/CAB/MIN/S/CJ/KIZ/56/2003, de 16 de mayo de 2003, relativa a la reglamentación de los productos cosméticos y demás productos de higiene personal;  la Orden Ministerial N° 012/CAB/MINECI/2001, de 31 de marzo de 2001, relativa a la homologación de las normas relativas a la harina de trigo, y el pliego de condiciones de la OCC para las inspecciones de la calidad.

c)
Medidas sanitarias y fitosanitarias
67. La RDC es miembro de la Organización Mundial de Sanidad Animal (OIE), de la Comisión Codex Alimentarius de la FAO y la OMS, y de varios otros convenios a escala africana e internacional.  Sin embargo no es firmante de la Convención Internacional de Protección Fitosanitaria.
68. En el marco de la protección sanitaria, la OCC ha procedido hasta ahora al análisis de 48.536 muestras, de las cuales el 45,7 por ciento eran productos alimenticios.
  Se registraron 1.044 casos de no conformidad.  Cabe señalar sin embargo, que en las actividades de control sanitario se observan muchas duplicaciones y solapamientos, sobre todo entre los servicios de la OCC, el Ministerio de Agricultura, Pesca y Ganadería, el Ministerio de Salud y el Ministerio de Comercio.  Actualmente se está examinando un proyecto de ley destinado a garantizar una mejor distribución de las funciones en cada una de esas instituciones.

69. La OCC se ocupa, principalmente, de los aspectos comerciales relativos a la calidad y la conformidad.  El Ministerio de Agricultura, Pesca y Ganadería se encarga de las cuestiones relacionadas con la salud animal y vegetal.
  Concibe y aplica los reglamentos relativos a la protección animal y vegetal, y se encarga del control de las importaciones y exportaciones de material vegetal y de productos fitosanitarios, veterinarios o alimenticios.  Se ocupa, entre otras cosas, de la expedición del certificado fitosanitario necesario para la exportación de vegetales, productos vegetales o alimenticios de origen vegetal o mineral, y del control de la distribución de productos fitosanitarios y veterinarios.  El Ministerio de Salud es responsable de los servicios de policía sanitaria en la frontera y las medidas de higiene públicas.  El Ministerio de Comercio se encarga de verificar el cumplimiento de las disposiciones del Acuerdo sobre los Obstáculos Técnicos al Comercio.

70. Según la legislación en vigor en la RDC, todo producto fitosanitario debe ser aprobado antes de ser importado, acondicionado, comercializado en el mercado nacional o utilizado.  La importación de vegetales, productos vegetales o alimenticios de origen animal o mineral está sujeta a la obtención de un permiso de importación expedido por los servicios encargados de la protección de vegetales del Ministerio de Agricultura.  Debe ir acompañada de un certificado fitosanitario del país de origen o de un certificado de origen del país exportador.  Esos productos se someten a un control fitosanitario equivalente al practicado en relación con los productos para la exportación, que es efectuado por el Ministerio de Agricultura.  Si se constata que los vegetales, productos vegetales o alimenticios de origen vegetal están contaminados, los servicios encargados de la protección de los vegetales deciden, según el caso, su puesta en cuarentena, su tratamiento, su rechazo o su destrucción parcial o total.  Los gastos ocasionados por la ejecución de esas medidas corren a cargo del importador o del exportador.  Las autoridades han indicado que no existe ninguna disposición jurídica en relación con los organismos transgénicos, aunque está examinándose a ese respecto un proyecto de ley.

71. La Orden Interministerial N° 005 CAB/MIN/AGRI./ y N° 155 CAB/MIN/FIN/2004, de 22 de octubre de 2004, establece el importe de los derechos aplicables en materia fitosanitaria.  El costo de la obtención del certificado fitosanitario es de 50 francos por documento.  En el momento de la importación, la tasa de inspección fitosanitaria es de 0,005 francos por kilo hasta 100 toneladas, y de 0,002 francos por kilo a partir de 100 toneladas.  En el momento de la exportación la tasa es de 0,001 francos y 0,002 francos, respectivamente.  El costo de la inspección de los productos alimenticios para la importación es de 0,003 francos por kilo hasta 100 toneladas y de 0,002 francos para cualquier cantidad superior.  Las autoridades han indicado que no existía ninguna norma medioambiental en vigor en la RDC.

viii) Otras medidas

72. No se ha concertado ningún acuerdo con gobiernos o empresas extranjeras para condicionar la cantidad o el valor de las mercancías o servicios exportados a la RDC, ni las autoridades tienen conocimiento de la existencia de tales acuerdos entre empresas congoleñas y empresas extranjeras.
73. La RDC participa en las sanciones comerciales internacionales decididas por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas y las instancias regionales a las que pertenece.
3) Medidas que afectan directamente a las exportaciones

i) Procedimientos

74. Las formalidades de registro de los comerciantes establecidas para la importación de mercancías se aplican por igual a los exportadores (sección 2 i)).  Como en el caso de las importaciones, desde 2010 existe una ventanilla única para los trámites de exportación.

75. Para las exportaciones, debe presentarse previamente una declaración de tipo "EB" a un banco autorizado.  Esta declaración deberá ir acompañada de los siguientes documentos:  el contrato de venta;  la factura;  el certificado de verificación de las exportaciones;  el certificado de calidad;  y cualquier otro documento exigido para el comercio internacional.  Para las piedras preciosas se exige un certificado de evaluación técnica.  No obstante, las exportaciones de ciertos bienes están exentas de estas prescripciones, a saber:  las muestras comerciales sin valor;  el equipaje y los objetos personales;  los diarios, periódicos y revistas para uso personal de los suscriptores;  y los objetos que supuestamente carecen de valor comercial.

76. La repatriación de los ingresos de exportación o reexportación es obligatoria y debe llevarse a cabo a más tardar en los 30 días civiles siguientes a la fecha de embarque de las mercancías, excepto el oro y los diamantes de producción artesanal, en cuyo caso el banco debe recibir el importe en un plazo de 10 días contados a partir de la fecha de embarque.  La conversión de los ingresos no es obligatoria.

ii) Impuestos a la exportación

77. El Código Aduanero de la RDC prevé impuestos a la exportación (derechos de exportación) del 1 al 10 por ciento.  Los derechos e impuestos a la exportación son aplicables a las siguientes categorías de mercancías de producción nacional:  el café verde (1 por ciento);  los productos minerales y sus concentrados (10 por ciento);  los aceites minerales (5 por ciento);  la energía eléctrica (5 por ciento);  la madera en trozas (10 por ciento);  la madera aserrada con las aristas vivas (5 por ciento si el diámetro es inferior a 50 mm;  de lo contrario, el derecho será nulo);  el agua dulce (5 por ciento);  y la chatarra, cuyo tipo aún no está disponible.

78. Los valores de base para la aplicación de los derechos son fijados por la Comisión Nacional de Precios de Mercado.  Éstos corresponden al precio de venta en el extranjero, representado por el promedio de los tipos de cambio conocidos, menos los costos indispensables de la distribución, la venta o la comercialización de la mercancía, y los derechos de aduana más las diversas primas y bonificaciones que puedan haberse concedido.  Cuando el valor de la mercancía no se fija mediante una Orden, el valor que debe declararse para la aplicación de los derechos de exportación es el valor normal que tienen las mercancías cuando salen del territorio congoleño, es decir, el valor en frontera o el valor en el puerto o aeropuerto de embarque.

79. Las exportaciones de ciertas maderas (especies forestales para su promoción) están sujetas a un derecho del 2 por ciento del valor en fábrica por metro cúbico de madera en bruto exportada, pagadero al Ministerio del Medio Ambiente.  Además, existe un derecho de exportación del 1 por ciento sobre los minerales en bruto, el 2 por ciento sobre los concentrados y los metales, el 4 por ciento sobre las materias preciosas (o diamantes) para los productos admitidos en el Código Minero en sustitución del 10 por ciento aplicable a los minerales.  La base del cálculo de estos derechos es el precio de venta.

iii) Precios mínimos de exportación

80. La RDC no aplica precios mínimos a la exportación.  No obstante, utiliza los precios de mercado para calcular los derechos e impuestos para la exportación de madera y productos mineros.

iv) Prohibiciones, licencias y controles de exportación

81. En principio, las restricciones cuantitativas (incluidas las prohibiciones) y los controles de exportación vigentes se derivan principalmente de los tratados en los que es parte la RDC.
  No obstante, se mantienen restricciones a las exportaciones de minerales en bruto y de cítricos por razones económicas.

82. La RDC alienta la promoción de la industria nacional de elaboración con miras a garantizar el valor añadido de los productos mineros y forestales.  En principio, la legislación congoleña sólo autoriza la exportación de minerales en bruto en casos excepcionales.  Para ello, el titular de un derecho de explotación minera deberá presentar a la Dirección de Minas una solicitud de exportación de minerales para su elaboración o comercialización, acompañada del pago de los gastos de la solicitud, que tienen un importe fijo del equivalente en francos congoleños de 500 dólares EE.UU. para las sustancias minerales clasificadas en el marco de las minas, y de 200 dólares EE.UU. para las sustancias minerales clasificadas en el marco de las canteras.
  El titular del derecho deberá justificar en su solicitud las ventajas que comportaría esa actividad para la RDC.  Además, deberá demostrar que en el territorio congoleño no existe la posibilidad de llevar a cabo la elaboración con un costo menor.  No obstante, en la práctica, las empresas de explotación minera del país aplican esta restricción con muy poca frecuencia.

83. Sólo los propietarios de empresas de elaboración operativas y las empresas nacionales de explotación forestal debidamente autorizadas podrán exportar madera en trozas por un período máximo de 10 años a partir de la fecha de inicio de la explotación, dentro de un contingente que no exceda del 30 por ciento de su producción total anual.
  No obstante, a veces, la RDC prohíbe las exportaciones de trozas.  Por ejemplo, en abril de 1999, las autoridades congoleñas prohibieron las exportaciones de trozas por un breve período.  Esta medida fue suprimida al cabo de tres meses, debido a la presión ejercida por las empresas de explotación forestal.  A partir de julio de 2010, el gobernador de la provincia del Ecuador prohibió la exportación de trozas de su provincia que no se hubieran sometido a una primera fase de elaboración.  Las empresas de explotación forestal están obligadas a instalar serrerías en los diferentes lugares de explotación de la madera a fin de crear empleo.

84. Se exigen permisos específicos para la exportación de sustancias preciosas, y de las especies de fauna y flora silvestres que figuran en los anexos de la CITES.

v) Subvenciones, promoción y asistencia a la exportación

85. En el Código de Aduanas de la RDC se prevén diferentes regímenes que permiten realizar importaciones en un marco de suspensión de derechos e impuestos a fin de fomentar las exportaciones;  entre ellos figura, en particular, el perfeccionamiento activo.  La autorización del perfeccionamiento activo es expedida por el Director General de Aduanas, previa solicitud escrita de la persona que realiza las operaciones de perfeccionamiento o que organiza su realización.  La autorización de perfeccionamiento activo sólo se concede a las personas establecidas en la RDC.

86. No existe ninguna estructura gubernamental encargada de la promoción de las exportaciones en la RDC.  Sin embargo, todos los años se celebra la Feria Internacional de Kinshasa, en la que las empresas pueden promover sus productos.

87. La RDC no dispone de un mecanismo de financiación de las exportaciones.  Para infundir dinamismo a este sector, el Gobierno y el Banco Central del Congo iniciaron en 1998 el proceso de reestructuración del sistema bancario en el marco de los programas económicos apoyados por el FMI y el Banco Mundial.
  Según las autoridades, la RDC no tiene un sistema de garantía y seguros de exportación.

vi) Régimen de zonas francas industriales

88. Hasta la fecha, en la RDC no existen zonas francas.  El nuevo Código de Aduanas prevé disposiciones sobre las zonas económicas especiales.  Asimismo, se está examinando un proyecto de ley a fin de precisar el contenido.  Las zonas económicas especiales serán instituidas por un Decreto del Primer Ministro examinado en el Consejo de Ministros, en el que se establecerán las modalidades de funcionamiento.  Las empresas admitidas a las zonas económicas especiales se beneficiarán de las ventajas previstas por el Código de Inversiones y no estarán sujetas a la obligación de exportar.  Se establecerán procedimientos aduaneros simplificados para las mercancías con origen o destino en las zonas económicas especiales.  El proyecto de ley prevé, entre otras cosas, que las empresas con dificultades de tesorería efectúen los pagos fiscales de forma escalonada.

vii) Otras disposiciones

89. La RDC no aplica medidas de limitación voluntaria de las exportaciones.

4) Medidas que afectan a la producción y el comercio

i) Comercio de Estado, empresas públicas y privatizaciones

90. La RDC no ha presentado ninguna notificación relativa al comercio de Estado.  Sin embargo, hay empresas públicas o privadas que gozan de la condición de monopolio (capítulo IV).

91. En el marco de su Programa general de reajuste macroeconómico, la RDC ha emprendido en los últimos años una reforma de las empresas públicas con miras a mejorar su potencial de producción y su rentabilidad.
  Por consiguiente, las empresas públicas actuales:  serán transformadas en sociedades comerciales;  transformadas en establecimientos públicos o servicios públicos con el fin de resolver la problemática de la condición jurídica de los establecimientos calificados de empresas públicas cuyas actividades son, en realidad, una prolongación de las de la administración;  o, simplemente, serán disueltas y liquidadas si están en suspensión de pagos o si su actividad económica ya no está justificada (cuadro III.3).

Cuadro III.3

Lista de empresas públicas que han sido objeto de reformas

	Empresas públicas
	Sectores de actividad

	Transformadas en establecimientos públicos

	Oficina Nacional del Café:  ONC
	Agricultura

	Administración de las Vías Fluviales:  RVF
	Transporte

	Oficina de Gestión de Flete Marítimo:  OGEFREM
	Transporte

	City-Train
	Transporte

	Agencia Congoleña de Prensa:  ACP
	Comunicaciones

	Radiotelevisión Nacional del Congo:  RTNC
	Comunicaciones

	Fondo para la Industria:  FPI
	Finanzas

	Instituto Nacional de la Seguridad Social:  INSS
	Finanzas

	Oficina de Carreteras:  OR
	Construcción

	Oficina de Saneamiento y Drenaje:  OVD
	Construcción

	Junta Nacional del Turismo:  ONT
	Servicios

	Oficina de Promoción de la Pequeña y Mediana Empresa del Congo:  OPEC
	Servicios

	Feria Internacional de Kinshasa:  FIKIN
	Comercio

	Oficina de Control del Congo:  OCC
	Comercio

	Instituto Nacional de Estadística:  INS
	Investigación

	Instituto Nacional de Estudios e Investigaciones Agrícolas:  INERA
	Investigación

	Instituto Congoleño para la Conservación de la Naturaleza:  ICCN
	Conservación de la naturaleza

	Instituto de Parques Zoológicos y Jardines Botánicos del Congo:  IJZBC
	Conservación de la naturaleza

	Instituto de Museos Nacionales del Congo:  IMNC
	Conservación de la naturaleza

	Instituto Nacional de Formación Profesional:  INPP
	Capacitación

	Transformadas en servicios públicos

	Oficina Nacional de Desarrollo de la Ganadería:  ONDE
	Agricultura

	Centro de Peritaje, Evaluación y Certificación de sustancias minerales preciosas:  CEEC
	Minería

	Oficina de Gestión de la Deuda Pública:  OGEDEP
	Finanzas

	Oficina de Aduanas e Impuestos Especiales:  OFIDA
	Finanzas

	Liquidadas

	Cacaotal de Bulu:  CACAOCO
	Agricultura

	Palmeral de Gosuma:  PALMECO
	Agricultura

	Algodonera del Congo:  COTONCO
	Agricultura

	Complejo Azucarero de Lotokila:  CSL
	Agricultura

	Caja de Estabilización del Sector del Algodón:  CSCO
	Agricultura

	Oficina de Bienes Mal Habidos:  OBMA
	Servicios

	Transformadas en sociedades comerciales

	Sociedad General de Canteras y Minas:  GECAMINES
	Minería

	Sociedad de Desarrollo de la Industria y la Minería del Congo:  SODIMCO
	Minería

	Oficina de las Minas de Oro de Kilo-Moto:  OKIMO
	Minería

	Empresa Minera de Kisenge Manganeso:  EMK-Mn
	

	Administración del Suministro de Agua:  REGIDESO
	Energía

	Sociedad Nacional de Electricidad:  SNEL
	

	Sociedad Congoleña de Hidrocarburos:  COHYDRO
	

	Sociedad Siderúrgica de Maluku:  SOSIDER
	Industria

	Sociedad Africana de Explosivos:  AFRIDEX
	

	Sociedad Nacional de Ferrocarriles del Congo:  SNCC
	Transporte

	Oficina Nacional de Transporte:  ONATRA
	

	Administración de las Vías Aéreas:  RVA
	

	Administración de las Vías Marítimas:  RVM
	

	Líneas Aéreas del Congo:  LAC
	

	Compañías Marítimas del Congo:  CMC
	

	Ferrocarril de los Uélés:  CFU
	

	Oficina de Correos y Telecomunicaciones del Congo:  OCPT
	Telecomunicaciones

	Caja de Ahorros del Congo:  CADECO
	Finanzas

	Sociedad Nacional de Seguros:  SONAS
	

	Hôtel Karavia:  KARAVIA
	Servicios


Fuente:
Diario Oficial - Número especial, 30 de abril de 2009.

92. El Comité de Dirección de la Reforma de las Empresas de Propiedad Estatal (COPIREP) se encarga de llevar a cabo el programa de reforma.  Según las autoridades, en primer lugar, se procederá a una reestructuración de las empresas públicas a fin de asegurar su buena gestión, conservando el Estado su propiedad.  La reestructuración se propone estudiando cada caso por separado tras un diagnóstico completo de la empresa y de la opción de reestructuración elegida, que es validada por el Gobierno a propuesta del COPIREP.  La etapa siguiente consistiría en la eventual privatización y la utilización del sector privado para mejorar la gestión y aportar la financiación necesaria.  La privatización adoptaría las formas siguientes:  concesión, contrato de gestión y subcontratación.

93. Se dio un plazo de 12 meses para fijar el capital social de las empresas transformadas en sociedades comerciales.
  A fecha de 24 de abril de 2010, 2 de cada 20 empresas habían podido fijar su capital social.  Con respecto a las dificultades de la mayor parte de las empresas públicas para cumplir este plazo, el Primer Ministro firmó el Decreto N° 10/19, de 28 de abril de 2010, para prorrogar la fecha de expiración del período de transición hasta el 31 de diciembre de 2010.  El alto costo de la transformación de las empresas públicas en sociedades comerciales es el principal freno de este programa de reforma.  No todas las empresas pueden permitirse la certificación de la situación patrimonial, el balance de apertura y las cuentas por empresas extranjeras certificadas.

94. Las empresas públicas que realizan actividades en los sectores "estratégicos" no se someterán al proceso de reforma.  Pero no se dispone de la lista de estas empresas.

ii) Incentivos

95. El Código de Inversiones de 2002 de la RDC prevé una serie de medidas fiscales, aduaneras y de carácter general destinadas a atraer inversiones directas.
  El Código de Inversiones no se aplica a numerosos sectores;  a saber, la minería y los hidrocarburos, la banca y los seguros, y las actividades comerciales en las que las inversiones se rigen por leyes específicas.

96. Para poder beneficiarse del régimen de favor, los inversores deben presentar una solicitud de autorización a la Agencia Nacional de Promoción de las Inversiones (ANAPI), dependiente de los Ministros cuyas atribuciones comprenden el plan y la cartera de inversiones.
  La autorización se concede mediante una orden ministerial, previo examen del expediente por la ANAPI.  En el marco de esta estructura se creó en 2005 una ventanilla única que permite a los inversores cumplir todos los trámites para la creación de una empresa en un solo lugar.  La duración del régimen de favor depende de la "región económica" y no es prorrogable.  Tiene una duración de tres años para la región económica A, cuatro años para la región económica B, y cinco años para la región económica C (capítulo II) 4)).

97. De conformidad con el Código
, un producto sólo podrá estar exento de los derechos e impuestos de importación si se cumple al menos una de las siguientes condiciones:  el producto de que se trate no puede ser fabricado en la RDC;  o el precio de entrega del producto en la empresa libre de impuestos supera en más del 10 por ciento al precio del producto idéntico importado.

98. Además del Código de Inversiones, el Código Minero prevé un régimen aduanero y fiscal de favor (cuadro III.4).  Este régimen se aplica a todos los titulares de un título de minas o canteras, así como a las sociedades afiliadas que realizan actividades mineras y a los contratistas que desempeñan actividades mineras derivadas exclusivamente de los contratos concertados con el titular del título minero.

Cuadro III.4

Algunas ventajas previstas en el Código Minero

	Ventajas aduaneras

	Exención total de todo derecho de aduana a la exportación de productos comerciales (relacionados con el proyecto minero).

	Pago de los costos y derechos a cambio de los servicios prestados para la exportación de productos comerciales o de productos destinados a la exportación temporal para su perfeccionamiento, pero dentro de un límite del 1%.

	Derechos de aduana del 2% sobre los productos destinados al uso exclusivo en la minería antes de la explotación efectiva de la mina, y del 5% después de la misma.

	Derechos de aduana del 3% sobre los combustibles, lubricantes, reactivos y bienes fungibles destinados a las actividades mineras, mientras dure el proyecto.

	Admisión temporal en régimen de franquicia arancelaria durante 6 meses (renovable 2 veces) para el equipo importado y destinado a la reexportación.

	Ventajas fiscales

	Los inmuebles situados en la superficie de las concesiones mineras no están sujetos al impuesto inmobiliario.

	Los vehículos utilizados exclusivamente en el recinto del proyecto minero están exentos del impuesto sobre los vehículos y del impuesto especial de circulación por carretera.

	Los intereses pagados sobre los préstamos en divisas suscritos en el extranjero están exentos del impuesto mobiliario;  los dividendos se gravan con un tipo del 10%.

	El tipo del impuesto sobre los beneficios y las ganancias es del 30%.

	Las ventas de productos a una empresa de elaboración situada en la RDC están exentas del impuesto sobre el volumen de negocio;  las demás ventas efectuadas en el territorio nacional se gravan con un tipo del 10%.

	Los servicios prestados al titular de un título minero se gravan con un impuesto sobre el volumen de negocio del 5% (los servicios deben estar directamente relacionados con su objeto social).

	El tipo del impuesto sobre el volumen de negocio para las compras de productos de producción nacional relacionados con las actividades mineras es del 3%.

	El tipo del impuesto excepcional sobre la remuneración de los expatriados (IERE) es del 10% en materia de minería.  Por otra parte, en este caso, el IERE es una carga deducible del impuesto sobre los beneficios y las ganancias (IBP).


Fuente:
Diario Oficial - Ley N° 007/2002, de 11 de julio de 2002.

99. Antes de comenzar los trabajos, el titular del título minero debe presentar una lista con el número y el valor de los bienes muebles, vehículos, equipo y demás insumos abarcados por el régimen privilegiado.  La lista debe ser aprobada mediante una orden conjunta de los Ministros de Minas y de Hacienda dentro de los 30 días siguientes a la recepción de la solicitud.

iii) Política de competencia y regulación de los precios

a)
Política de competencia
100. En la RDC no hay una ley formal sobre la competencia.  No obstante, se ha intentado reglamentar mediante la Ordenanza-Ley N° 41-63, de 24 de febrero de 1950, y la Orden departamental DENI/CAB/06/013/87, de 26 de mayo de 1987.  La Comisión de la Competencia -en principio, encargada de aplicar esta legislación- depende del Departamento de Economía.  No obstante, hasta la fecha, esta Comisión no funciona.  Actualmente, la Unión Europea apoya un programa para la elaboración de la ley de competencia y protección del consumidor en la RDC.

101. Para ciertos sectores, como los de la electricidad y las telecomunicaciones, la legislación prevé una autoridad de regulación encargada de velar por la competencia en los servicios básicos y los de valor añadido.  En virtud de la Ley Marco N° 013/2002 de la Electricidad, de 16 de octubre de 2002, se estableció la Autoridad de Regulación de los Servicios Postales y de Telecomunicaciones del Congo (ARPTC).  El proyecto de ley relativo al Código de la Electricidad prevé la creación de la Autoridad de Regulación del Sector de la Electricidad (ARE), pero ésta aún no existe.

102. La Comisión de la Competencia debería investigar, examinar y, si procediera, sancionar las restricciones a la competencia derivadas, en particular, de los siguientes actos:  los acuerdos como los arreglos y precios impuestos por los fabricantes a los vendedores;  los compromisos verticales;  las prácticas abusivas de las empresas que ocupan una posición dominante en el mercado, especialmente la imposición de precios excesivos;  las prácticas discriminatorias de las empresas que ocupan una posición dominante en el mercado con respecto a sus competidores;  y los consorcios o las fusiones que dan lugar a una posición de monopolio.  Igualmente, debería elaborar reglamentos encaminados a:  prohibir una fusión o exigir el cese de una práctica abusiva;  anular o hacer modificar los contratos abusivos concertados por varias empresas en el marco de un arreglo o abuso de una posición dominante;  imponer sanciones transaccionales en caso de infracción de las normas de libre competencia;  y autorizar ciertos contratos o decisiones dictados por interés general.  La orden y la ordenanza relativas a la competencia no prevén sanciones.

103. La Comisión de la Competencia entiende de oficio de todo expediente de su competencia.  Asimismo, puede ocuparse de cualquier solicitud de los consumidores, competidores o cualquier persona jurídica o física interesada en la competencia.

104. El marco de la competencia también comprende la Comisión de la Policía Comercial
, cuya misión es velar permanentemente por la observancia de la legislación económica y comercial por los agentes económicos.

105. La RDC es miembro de varias agrupaciones regionales cuyos tratados contienen disposiciones en materia de competencia;  principalmente, el Mercado Común del África Oriental y Meridional (COMESA) y la Comunidad Económica de los Estados del África Central (CEEAC).  El reglamento comunitario del COMESA prevé las siguientes directivas:  en materia de competencia, las decisiones sobre todos los asuntos relacionados con el comercio entre los Estados miembros incumben a la Comisión Regional de Competencia;  con respecto a un mismo asunto, las decisiones adoptadas por la Comisión prevalecen sobre las de los organismos nacionales;  la Comisión y los organismos nacionales cooperan con miras a la aplicación eficaz del reglamento sobre la competencia del COMESA.
  No obstante, la RDC sigue manteniendo una participación reducida en las actividades de la Comisión Regional.

b)
Regulación de los precios
106. Según la legislación vigente en la RDC
, la regulación de los precios tiene dos aspectos:  el control previo y el control posterior de los precios.

107. Cierto número de productos y servicios, considerados estratégicos, están sujetos a un control previo (fijación de precios) por el Ministerio de Economía Nacional, en colaboración con las empresas.  Se trata de los sectores del agua, la electricidad, el transporte y los hidrocarburos.  La lista fue modificada en 2008 a fin de incorporar otros seis productos (los cereales, los productos del petróleo, los congelados, el cemento, el azúcar, y la harina de trigo) para los cuales la reglamentación de los precios debe ser administrada por el Fondo de Regulación Económica (FOREC), dependiente del Ministerio de Economía Nacional.  No obstante, el FOREC aún no funciona.

108. Para los demás productos y servicios, los precios de venta pueden ser fijados libremente por quienes los ofrecen.  No están sujetos a la homologación, pero deben comunicarse al Ministerio de Economía para someterlos a un control posterior, sobre la base de los elementos constitutivos de los precios y de los márgenes de beneficio.

109. Los márgenes de beneficio aplicables al precio de costo de un producto industrial se limitan al 20 por ciento para la producción industrial y al 25 por ciento para la producción artesanal.
  Para los productos importados, el margen de beneficio es del 10 por ciento para los mayoristas y el 20 por ciento para los minoristas.

iv) Contratación pública

110. La RDC no es signataria del Acuerdo sobre Contratación Pública, pero tiene la condición de observador.

111. Las autoridades congoleñas han iniciado recientemente un proceso de reforma del sistema nacional de procedimiento de contratación pública.  Esta reforma es uno de los factores fundamentales para alcanzar el nivel de activación de la Iniciativa en favor des países pobres muy endeudados (PPME).

112. En la Ordenanza-Ley N° 69/054, de 5 de diciembre de 1969, se dictaban las normas de procedimiento de contratación pública en la RDC, hasta que se consideró obsoleta y fue abrogada, puesto que ya no cumplía los requisitos de transparencia, racionalización y eficacia.  El 27 de abril de 2010 se promulgó una nueva ley de contratación pública.
  En esta ley se establecen las nuevas normas fundamentales para la preparación de proyectos, el procedimiento de contratación pública, su aplicación y control, y la solución de los litigios relacionados con la contratación pública.  Se aplica a los contratos de trabajos, suministros, servicios y prestaciones intelectuales adjudicados por el Estado, las provincias, los organismos territoriales descentralizados, y las empresas y los establecimientos públicos.  Tiene por objeto eliminar los procedimientos discriminatorios, intensificar la competencia y establecer un marco reglamentario para luchar contra el fraude y la corrupción en la contratación pública.  Está previsto que esta ley entre en vigor el 28 de octubre de 2010.

113. La nueva ley dispone que los contratos públicos y la delegación de servicios públicos estén administrados por la Dirección General de Control de la Contratación Pública, creada en virtud del Decreto N° 10/27, de 28 de junio de 2010.  Ésta se encarga de realizar un control previo a efectos de la declaración de conformidad.  Una institución diferente se ocupa del control posterior de los contratos públicos y la delegación de servicios públicos.  La creación, la organización y el funcionamiento de esta institución se establecen en el Decreto N° 10/21, de 21 de junio de 2010.  El Primer Ministro y el Ministro del Presupuesto son las autoridades encargadas de aprobar los contratos mediante licitación internacional y nacional, respectivamente.

114. La contratación pública puede llevarse a cabo mediante licitación y adjudicación directa.  No obstante, en principio, la adjudicación directa debe hacerse en casos excepcionales.  Pueden utilizarse tres métodos de licitación:  la licitación pública, en la que toda persona interesada en el contrato puede presentar su oferta;  la licitación restringida, en la que sólo pueden admitirse los candidatos designados por la autoridad contratante;  y el concurso, en relación con la concepción de una obra o proyecto arquitectónico.  La utilización del procedimiento de licitación restringida debe estar motivada y autorizada por la Dirección General de Control de la Contratación Pública.  En todos los casos, la autoridad contratante tiene la obligación de convocar a concurso a todos los candidatos que respondan a la invitación a licitar.  Sin embargo, las condiciones de utilización de cada uno de los métodos de contratación no se mencionan en la nueva ley que deroga la anterior Ordenanza-Ley.

115. Al tramitar un contrato público se otorga una preferencia nacional y regional (en el marco del COMESA).  En la nueva ley se precisa que esta preferencia consiste en una deducción sobre la oferta financiera del licitador, que se indicará y cuantificará en la convocatoria de licitación.  También se otorga una preferencia a los candidatos extranjeros que tengan previsto subcontratar el 30 por ciento del valor total de los contratos de trabajos, suministros o servicios en una empresa congoleña o incluir un 40 por ciento de expertos congoleños en el principal equipo de expertos.  Este candidato se beneficiaría de un margen de preferencia del 5 por ciento, siempre en forma de deducción sobre la oferta financiera.  La preferencia nacional y regional es un elemento novedoso de la nueva ley y las modalidades correspondientes serán establecidas mediante un decreto.

116. En términos de valor, la parte correspondiente a las adjudicaciones públicas domina los demás procedimientos de licitación.  No obstante, la participación de las adjudicaciones directas es importante (cuadro III.5).

Cuadro III.5

Estadísticas de los contratos cumplidos, 2005-2010

	Tipos de contratos y métodos de contratación
	2005
	2006
	2007
	2008
	2009
	2010a

	Tipo de contrato
	
	
	
	
	
	

	  Trabajos (número)
	10
	20
	1
	8
	1
	4

	  Suministros (número)
	165
	182
	152
	148
	48
	35

	  Servicios (nombre)
	0
	0
	0
	0
	0
	0

	Métodos de contratación (miles de $EE.UU.)
	
	
	
	
	

	  Adjudicación pública (licitación pública)
	
	
	
	
	

	en valor
	35.555,7
	57.729,1
	48.295,9
	187.356,0
	28.218,8
	23,2

	en porcentaje
	77,6
	64,9
	45,6
	83,7
	37,7
	0,1

	  Adjudicación restringida (licitación restringida)
	
	
	
	
	

	en valor
	25,6
	0,0
	57.512,4
	17.259,0
	35.875,2
	19.536,6

	en porcentaje
	0,1
	0,0
	54,4
	7,7
	47,9
	63,9

	  Adjudicación directa
	
	
	
	
	
	

	en valor
	10.216,7
	31.265,8
	0,0
	19.164,6
	10.759,3
	11.014,8

	en porcentaje
	22,3
	35,1
	0,0
	8,6
	14,4
	36,0

	Valor total de los contratos públicos
	45.798,0
	88.994,9
	105.808,4
	223.779,6
	74.853,3
	30.574,5


a
Primer semestre.

Fuente:
República Democrática del Congo, Ministerio de Presupuesto.

v) Derechos de propiedad intelectual

a) Panorama general

117. La RDC es miembro del Convenio que establece la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI) desde el 28 de enero de 1975, y del Tratado de Singapur sobre el Derecho de Marcas desde el 28 de marzo de 2006.  Asimismo, es signataria del Convenio de Berna para la protección de las Obras Literarias y Artísticas desde el 8 de octubre de 1963;  el Convenio de París para la Protección de la Propiedad Industrial desde el 31 de enero de 1975;  y el Convenio para la protección de los productores de fonogramas contra la reproducción no autorizada de sus fonogramas desde el 29 de noviembre de 1977.

118. La RDC aún no ha notificado a la OMC su legislación en materia de derechos de propiedad intelectual;  tampoco ha designado el servicio de información previsto en el artículo 69 del Acuerdo sobre los ADPIC.

b)
Propiedad industrial
119. La propiedad industrial está reglamentada por la Oficina de Propiedad Industrial del Ministerio de Industria y PYME.  La misión principal de esta Oficina es proteger las marcas, las patentes y las invenciones.  La Ley N° 82-001 de Propiedad Industrial, de 7 de enero de 1982, rige el conjunto de las condiciones y modalidades de concesión y registro de las patentes de invención, dibujos y modelos industriales, signos distintivos, marcas de fábrica y denominaciones geográficas;  el ejercicio de los derechos y obligaciones que entraña la utilización de estas obras;  y la represión de la competencia desleal.

120. La patente confiere al titular un derecho exclusivo de explotación temporal.  Esta ley abarca tres tipos de patentes, a saber:  la patente de invención, la patente de importación y la patente de perfeccionamiento.
  La patente de invención protege, principalmente, una invención que en la fecha de presentación o reivindicación de prioridad
, aún no esté patentada;  la patente de importación protege una invención para la cual, en la fecha de presentación o reivindicación de prioridad, el titular ya haya obtenido una patente de invención en un país extranjero;  la patente de perfeccionamiento es la relacionada con toda mejora de una invención ya patentada.

121. Para las patentes de invención se otorga una protección de 20 años, y de 15 años para las relativas a medicamentos.  Las patentes de importación y de perfeccionamiento expiran al mismo tiempo que la patente principal a la que están vinculadas.

122. Puede patentarse toda invención nueva, resultante de una actividad inventiva, que sea susceptible de ser explotada como objeto industrial o comercial.  El titular de la patente está sujeto a la obligación de explotarla o de hacer que se explote industrialmente en la RDC de forma eficaz, seria y continua.  Esta explotación debe realizarse en un período de cinco años contados a partir de la presentación de la solicitud o de tres años a partir de la concesión de la patente;  de cuatro años a partir de la concesión de la patente por lo que se refiere a las patentes de medicamentos;  y de tres años a partir de la fecha de presentación de la solicitud en el caso de una patente de importación.

123. Si la invención protegida por la patente de importación ya está explotada en el extranjero, su explotación en la RDC deberá llevarse a cabo en los dos años siguientes a la presentación de la solicitud.  A petición del interesado, el Ministerio de Industria podrá otorgar un período complementario de un año, prorrogable una vez, antes de que expiren los plazos de la patente.

124. Si las condiciones de explotación de las patentes no son respetadas, y en caso de incumplimiento del pago de las tasas anuales, podrán retirarse los derechos de propiedad industrial a su titular.  Las infracciones más corrientes registradas en la RDC en materia de derechos de propiedad industrial son:  la falsificación, la imitación de marcas, y las infracciones relacionadas con la indicación de procedencia.  Afectan a diferentes productos, entre otros, los textiles, los cosméticos, los productos alimenticios y los medicamentos.

125. La legislación que reglamenta la propiedad industrial en la RDC prevé diversas sanciones.  El delito de falsificación es posible de una pena de prisión de uno a seis meses y/o una multa de un importe fijado en el 25 por ciento del volumen de negocio bruto anual generado por la explotación de la invención.  Para los falsificadores reincidentes se duplican las penas máximas.  El uso indebido de una solicitud de patente o de certificado de incentivo, o el uso indebido de una patente, un certificado de incentivo o una licencia de explotación, es un delito punible con una pena de prisión de tres meses a un año y/o una multa mínima del doble de la tasa.  La infracción de una prohibición relacionada con el carácter secreto de una invención o de un descubrimiento se considera un delito punible con una multa del 60 por ciento del volumen de negocio bruto anual generado por la explotación fraudulenta.  En el caso del uso no autorizado de una invención que se ha declarado secreta, el interesado se expone al pago de una indemnización mínima del doble y máxima del cuádruple del importe de la tasa de solicitud.  Asimismo, existen medidas coercitivas de incautación o destrucción de los objetos falsificados.

c)
Derecho de autor y derechos conexos
126. En mayo de 2006, la protección del derecho de autor y los derechos conexos se confió a la Oficina Nacional de Gestión del Derecho de Autor y los Derechos Conexos (ONADA) dependiente del Ministerio de Cultura y Bellas Artes.  La ONADA debería ser un organismo de servicio público, pero nunca ha llegado a crearse.  En la práctica, la Sociedad Nacional de Editores, Compositores y Autores (SONECA), que, en principio, es una cooperativa, sigue garantizando la protección del derecho de autor.  No obstante, nunca ha funcionado como una verdadera cooperativa, ya que la continúa financiando el Estado.

127. La Ordenanza-Ley N° 86-033, de 5 de abril de 1986, reglamenta la protección del derecho de autor y los derechos conexos.
  Éstos comprenden las prerrogativas que la ley reconoce a los artistas intérpretes o ejecutantes, los productores de fonogramas y cualquier otro soporte sonoro y audiovisual, y a los organismos de radiodifusión, de autorizar o prohibir la difusión de sus servicios y percibir una remuneración por cada interpretación pública, sin perjuicio del derecho de autor exclusivo de la obra.

128. El titular del derecho es la persona cuyo nombre o seudónimo se menciona en la obra divulgada.  El autor tiene derecho a explotar su propia obra o ceder sus derechos de explotación a fin de obtener, de haberlo, un beneficio pecuniario.

129. La duración de la protección otorgada por la ley a los derechos patrimoniales sobre las obras literarias, artísticas y científicas abarca la vida del autor más los 50 años civiles siguientes al año de su fallecimiento.  Las obras anónimas o bajo seudónimo también gozan de la misma protección.  Tras la expiración del período de protección del derecho de explotación, las obras artísticas, literarias y científicas pasan a ser de dominio público, y su gestión es administrada por la ONADA.  Según las autoridades, se cometen varias infracciones del derecho de autor, entre ellas, la reproducción no autorizada de las obras, la distribución sin autorización de ejemplares, la falta de pago de los derechos correspondientes a los artistas y la traducción sin el consentimiento del autor.  La escasa aplicación de las sanciones es una de las razones de las continuas infracciones de los derechos.

130. La venta, exposición, alquiler, tenencia, importación y exportación de obras u objetos falsificados se consideran similares a la falsificación cuando estos actos se realizan con conocimiento de causa y con fines comerciales.  Se castigan con una pena de prisión de un mes a un año y una multa de 5.000 a 10.000 zaires.  La aplicación malintencionada o fraudulenta a un objeto artístico, una obra literaria o una obra musical del nombre del autor o de todo signo distintivo por él adoptado para designar su obra, será punible con una pena de prisión de uno a cinco años y una multa de 10.000 a 50.000 zaires.

131. La ONADA no es el único organismo facultado para administrar el derecho de autor y defender los derechos morales y patrimoniales de los autores.  También participan en la protección del derecho de autor:  la Dirección General de Aduanas e Impuestos Especiales (DGDA);  la Oficina de Control del Congo (OCC), encargada de detectar los productos falsificados;  y la Policía Nacional Congoleña (PND).

132. La RDC no tiene tribunales especializados en el derecho de autor;  en caso necesario, se recurre a los tribunales de paz y de alta instancia.
� La solicitud debe presentarse ante la Secretaría General de Comercio Exterior.


� Las siguientes categorías de mercancías quedan exentas de la inspección previa al embarque aunque están sujetas, salvo excepción, a los controles pertinentes de la OCC en el momento de la llegada:  oro y piedras preciosas, objetos de arte, explosivos y objetos pirotécnicos;  armas y municiones importadas por el Estado, animales vivos, huevos frescos, frutas y hortalizas, pescado, carne, fresca o refrigerada (no congelada);  diarios o publicaciones periódicas;  reimportación de exportaciones de la RDC, en el mismo estado que cuando fueron exportadas;  efectos personales en el marco de una mudanza, incluido un vehículo automóvil, siempre que éste satisfaga las condiciones aplicables a los residentes que vuelven al país, todos los demás vehículos están sujetos a verificación;  desperdicios y desechos de metales (chatarra);  envíos postales sin valor comercial;  muestras comerciales;  regalos de gobiernos extranjeros o de organizaciones internacionales a fundaciones, organizaciones humanitarias reconocidas;  regalos personales, la ayuda de gobiernos extranjeros, de organizaciones extranjeras o de particulares en caso de catástrofes;  los regalos y accesorios que importan las misiones diplomáticas y consulares, las organizaciones de las Naciones Unidas u otras organizaciones internacionales que se benefician de franquicia arancelaria para cubrir sus propias necesidades;  y las mercancías adquiridas gracias a donaciones y financiación exterior.


� La OCC percibe, en nombre de la sociedad BIVAC, el importe de los gastos de inspección previa a la expedición.


� Decreto N° 05/183, de 30 de diciembre de 2005.


� Además de sus propias atribuciones, la DGDA realiza actividades por cuenta de la Dirección General de Impuestos (DGI), del Fondo para la Industria (FPI), de la Dirección General de Ingresos Administrativos y Comunales (DGRAD), de la Oficina para la gestión del flete multimodal (OGEFREM), de la Sociedad Nacional de Seguros (SONAS) y de la Oficina Nacional de Transportes (ONATRA).


� Según el nuevo código, cuya entrada en vigor está prevista para 2011, los importadores podrán declarar ellos mismos sus bienes.  Sin embargo, deberán recurrir a los agentes para hacerse representar.


� Situación relativa a la formulación y aplicación de la política comercial en la RDC, documento de la delegación de la RDC, mayo de 2009.


� Ley N° 08/03, de 16 de mayo de 2008, por la que se modifica y completa la Ley N° 0002/03, de 13 de marzo de 2003.


� Más de 20 organismos diferentes realizan "controles" y cobran impuestos a la exportación de café arábica o quinquina a Bukavu.


� Se calcula que las cantidades exportadas ilegalmente son al menos equivalentes a las exportaciones declaradas a la ONC.


� Informe del FMI sobre la RDC, marzo de 2009.


� Los insumos agrícolas se benefician de una exoneración de aranceles en virtud de una Orden Ministerial.  La comisión arancelaria está examinando su total exención de derechos.


� Para beneficiarse de los regímenes condicionales de destino CKD y MKD es preciso obtener la autorización de la autoridad de la administración de aduanas competente.


� Ley N° 008/03, de 18 de marzo de 2003.


� La Ordenanza Ley N° 69/009, de 10 de febrero de 1969.


� Ley N° 008/03, de 18 de marzo de 2003.


� El régimen de impuestos especiales se rige por la Ley N° 08/002, de 16 de mayo de 2008, por la que se modifica la Ordenanza Ley N° 68/010, de 6 de enero de 1968.  Esta última se modificó por primera vez por la Ley N° 04/11, de 5 de julio de 2004.


� Documento G/RO/N/48 de la OMC, de 8 de noviembre de 2006.


� Orden Ministerial N° 2503/ CAB.MINMINES/01/07, de 5 de febrero de 2007.


� Documentos G/ADP/N/139/Add.1/Rev.1 y G/ADP/N/145/Add.1 de la OMC de 18 de octubre de 2006.


� Ese decreto fue seguido de la Orden Ministerial N° 013/Cab/Min/Fin&Bud/2000, de 21 de octubre de 2000.


� Documento G/TBT/2/Add.79 de la OMC, de 15 de julio de 2004.


� Orden Ministerial N° 409/CAB/MIN/TC/0082/2006, de 18 de julio de 2006.


� En el proceso de fabricación del embalaje se deben utilizar materiales que respeten el medio ambiente y cuyo costo se repercuta lo menos posible en el precio del producto.


� Consultado en:  http://www.dzm.hr/_download/repository/direktive/OIML_R_79.pdf.


� Estudio de diagnóstico sobre la integración comercial en la RDC, enero de 2010.


� Ley N° 05/162, de 18 de noviembre de 2005.


� Convenio de Basilea sobre el control de los movimientos transfronterizos de los desechos peligrosos, Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres (CITES), etc.


� Decreto N° 038/2003, de 26 de marzo de 2003, relativo a la reglamentación del sector minero.


� Ley N° 011/2002, de 29 de agosto de 2002, relativa al Código Forestal.


� CCI (2006).


� Ley N° 08/007, de 7 de julio de 2008, relativa a las disposiciones generales sobre la transformación de las empresas públicas.


� Decreto N° 09/11, de 24 de abril de 2009, relativo a las medidas transitorias para la transformación de las empresas públicas.


� Ley N° 004/2002, de 21 de febrero de 2002, relativa al Código de Inversiones.


� El Decreto N° 065/2002, de 5 de junio de 2002, estableció los estatutos, la organización y las modalidades de funcionamiento de la ANAPI.


� El Código de Inversiones prevé las siguientes disposiciones de favor:  exención total de los derechos e impuestos de importación, excepto la tasa administrativa del 5 por ciento, para las máquinas, el equipo, el material nuevo, y las piezas de repuesto necesarias;  exención total para la maquinaria pesada, y los buques y aeronaves usados;  exención de los derechos e impuestos de exportación;  exención del impuesto profesional sobre los ingresos para los beneficios generados por las inversiones nuevas;  exención del impuesto inmobiliario para las superficies relacionadas únicamente con el proyecto de inversión;  exención del derecho proporcional para la formación o la ampliación de capital de las sociedades limitadas;  exención para las sociedades distintas de las sociedades limitadas del derecho fijo de 175 u 800 dólares EE.UU., pagaderos en el momento de la formación de capital;  la prestación de servicios para obras de construcción está exenta del impuesto interno sobre el volumen de negocio.


� Establecida en virtud de la Ordenanza N° 38-178, de 28 de septiembre de 1983.


� Junta de Comercio y Desarrollo de la UNCTAD, TD/B/COM.2/CLP/69.


� Decreto-Ley de 20 de marzo de 1961 y Ordenanza N° 83/026, de 12 de septiembre de 1983.


� Orden N° 017/CAB/MENI/PME/96, de 1° de julio de 1996, relativa a las medidas de aplicación del Decreto-Ley de 20 de marzo de 1961 y Orden N° BCE/ENI/0018/76, de 30 de marzo de 1976, relativa al método de cálculo de los precios de los productos importados.


� Ley N° 10/010, de 27 de abril de 2010.


� Se está elaborando una nueva ley a fin de poner a la legislación congoleña en mayor grado de conformidad con las disposiciones de la OMC y de la OMPI.


� La patente de importación se refiere a una invención que ya está protegida por una patente en un país extranjero y que el titular, o un tercero autorizado, importa en la RDC para beneficiarse de los privilegios que comporta.  Cuando se aplican modificaciones a la invención original, se hace referencia a la patente de perfeccionamiento.


� La reivindicación de prioridad designa el derecho del titular de una patente otorgada en el extranjero a invocar las ventajas de esa patente en la RDC en un plazo de un año y, durante ese período, ningún solicitante podrá utilizarla.


� Una nueva ley está en curso de adopción.





